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ALIANZAS, PODER Y POLÍTICA SOCIAL EN ARGENTINA1

ALLIANCES, POWER AND SOCIAL POLICY IN ARGENTINA

Carl Friedrich Bossert*

RESUMEN

A partir de la crisis a comienzos del nuevo siglo se ha ampliado significativamente la pro-
tección social para los estratos de bajos ingresos en Argentina. El presente artículo analiza 
las dinámicas políticas, las alianzas sociales, las relaciones de poder y las estructuras ins-
titucionales que conforman el trasfondo político del desarrollo reciente de la política social 
en Argentina. Se concluye que la transformación de la política social está relacionada con 
el fortalecimiento de los sectores marginalizados de las clases populares como actores polí-
ticos y su incorporación a la alianza gubernamental de centro-izquierda.
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ABSTRACT

Social protection for low income earners in Argentina has been significantly expanded 
since the crisis at the turn of the century. The article analyzes the political dynamics, 
social alliances, power balances and institutional structures that underlie the recent devel-
opment of social policy in Argentina. It concludes that the transformation of social policy 
was linked to the strengthening of the lower popular classes as political actors and their 
incorporation into a centre-left governmental alliance.
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INTRODUCCIÓN

Durante los últimos quince años, la po-
lítica social ha experimentado cambios sus-
tanciales en varios países de América Latina. 
Por un lado, se puede observar la expansión de 
una variedad de programas de asistencia social 
y de desarrollo social, como los programas de 
vivienda, educación, atención médica y trans-
ferencias monetarias condicionadas (Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe-
cepal 2013 y 2014). Por otro lado, algunos países 
han reformado sus seguros sociales con el fin 
de mejorar el acceso de los grupos de bajos in-
gresos (Arza 2009; Becker y Mesa-Lago 2013). 
Mientras que los Estados de bienestar de Amé-
rica Latina han sido comúnmente descritos 
como “truncados” (de Ferranti 2004 y Fiszbein 
2005), es decir, que cubren solo algunos seg-
mentos relativamente pequeños y privilegiados 
de la población, las recientes reformas han 
ampliado la cantidad de recursos destinados a 
los sectores más pobres de la sociedad. De este 
modo, han contribuido significativamente a la 
disminución de la pobreza y la desigualdad y 
han mejorado las condiciones de vida de millo-
nes de latinoamericanos (cepal 2013; Barrientos 
2012; Lustig, Lopez-Calva y Ortiz-Juarez 2012).

Desde el inicio de este proceso, una am-
plia gama de estudios han analizado el aspecto 
programático del cambio. Sin embargo, pocos 
son los estudios que analizan las dinámicas 
políticas que dieron origen a estos cambios: 
¿cómo se explica la expansión de la política so-
cial dirigida hacia los sectores marginalizados 
de las clases populares?2.

Este artículo reconstruye los procesos 
políticos que condujeron a la expansión de las 
políticas sociales dirigidas a los sectores econó-
micamente marginados de Argentina con el fin 
de mejorar la comprensión de las causas y de 
los mecanismos políticos subyacentes.

2 La noción “sectores marginalizados de las clases 
populares” se refiere a los sectores de bajos ingre-
sos que por lo general no han sido representados 
por los sindicatos en Argentina y que han carecido 
de acceso a los sistemas de seguro social, a los que 
han logrado acceder otros sectores de las clases 
populares.

Argentina es un caso emblemático por-
que muestra una expansión particularmente 
fuerte de la protección social a los grupos de 
bajos ingresos. Además, en dicho país el con-
traste con las reformas sociales altamente re-
gresivas de la década anterior es más fuerte que 
en cualquier otro país de América Latina. Por 
lo tanto, constituye un caso especialmente pro-
picio para indagar las causas y los mecanismos 
políticos de este cambio.

El análisis muestra que la expansión de 
las políticas redistributivas dirigidas a los sec-
tores marginalizados de las clases populares 
está vinculado con un proceso de incorporación 
de estos sectores al corazón de la alianza gu-
bernamental del “kirchnerismo”. A su vez, esta 
recomposición de la alianza gubernamental, ha 
de entenderse como un proceso que involucró 
conflictos y negociaciones entre varios acto-
res, algunos de los cuales perdieron influencia 
sobre las políticas estatales mientras otros la 
ganaron. En estos conflictos y negociaciones, la 
política social constituyó un elemento clave que 
permitió la construcción y consolidación de la 
nueva alianza al proveer importantes beneficios 
para los actores incorporados. Para comprender 
esta recomposición de la alianza gubernamen-
tal es necesario tomar en cuenta el cambio de 
la distribución de recursos de poder hacia acto-
res progresistas, incluyendo el fortalecimiento 
de los movimientos de los trabajadores des-
empleados. Paralelamente, se dio un creciente 
descrédito del pensamiento neoliberal, del sec-
tor financiero y de los organismos financieros 
internacionales en la opinión pública, lo cual 
debilitó a un sector de la élite particularmente 
opuesto a las políticas redistributivas.

MARCO ANALÍTICO Y METODOLÓGICO

El marco analítico se basa en la teoría 
de recursos de poder (Esping-Andersen 1990; 
Korpi 1983; Huber y Stephens 2001) y en los 
enfoques teóricos que han relacionado las ten-
dencias en las políticas redistributivas con 
la conformación de variadas alianzas guber-
namentales (Collier y Collier 2002; Haggard 
y Kaufman 2008; Martínez y Voorend 2009; 
O’Donnell 1977).
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La teoría de los recursos de poder pro-
pone un marco conceptual para el análisis de 
relaciones de poder. Este marco ha sido ex-
tensamente utilizado para analizar patrones 
de conflicto y cooperación entre actores, así 
como, resultados de las luchas de intereses 
que se dan en el ámbito de la política social. 
Originalmente, este enfoque fue desarrollado 
para captar empíricamente las relaciones de 
poder entre clases sociales (Esping-Andersen 
1990 y Korpi 1983), pero luego se extendió a 
otras relaciones de poder (Hobson y Lindholm 
1997; Huber y Stephens 2001), particularmente 
a las relacionadas con el género. De acuerdo a 
la teoría de los recursos de poder, se sostiene 
que el creciente poder político de los actores 
que representan a los intereses de los sectores 
marginalizados de las clases populares, tales 
como, las organizaciones de trabajadores des-
ocupados, sectores progresistas del movimiento 
sindical y los partidos de izquierda, creó las 
condiciones en las que fue posible un cambio 
hacia políticas sociales más redistributivas. El 
poder político cada vez mayor de estos actores 
no solo dependía de su creciente fuerza organi-
zativa, sino también de la decadencia del pensa-
miento neoliberal3 y del descrédito de sectores 
de la élite vinculados a este pensamiento, que se 
da en Argentina hacia el nuevo centenario4.

Sin embargo, los cambios en la distribu-
ción de los recursos de poder no se traducen en 
cambios en las políticas de una manera mecánica. 
Para poder influir en el proceso de formulación de 
políticas, los actores habitualmente necesitan for-
mar alianzas con otras fuerzas. Por su parte, este 
proceso de conformación de alianzas, influye en la 
forma en que una cierta distribución de recursos 

3 De acuerdo con Peck y Tickell (2002, 394) se define 
“neoliberalismo” como una teoría económica y 
social que se “basa en una naturalización gene-
ralizada de la lógica del mercado”, que prioriza el 
crecimiento económico ante cuestiones sociales y 
que postula un antagonismo entre políticas redis-
tributivas y crecimiento económico.

4 Datos del World Value Survey muestran que las 
lógicas neoliberales dominaban la opinión pública 
durante los inicios de la década de los 90, pero que 
hacia finales de esa década una mayoría se pronun-
ciaba en contra de estas a favor de un Estado más 
intervencionista y redistributivo.

de poder se ve reflejada en políticas estatales. 
Por lo tanto, la teoría de los recursos de poder 
será combinada con enfoques teóricos que con-
sideran el impacto de la formación de alianzas 
en la política redistributiva.

Uno de los enfoques más influyentes de 
este tipo emerge del análisis de Collier y Collier 
(2002) respecto de la incorporación política de 
los movimientos obreros en América Latina 
durante la primera mitad del siglo xx, la cual 
estaba relacionada con cambios significativos 
en las políticas distributivas. Sobre la base de 
este marco analítico, Collier y Handlin (2009) 
han sugerido recientemente que América La-
tina está viviendo otro momento crítico, en el 
curso del cual está teniendo lugar una impor-
tante transformación de la relación entre los 
Estados y los sectores marginalizados de las 
clases populares.

Para analizar más concretamente de qué 
manera un momento crítico define cambios 
en las políticas distributivas, el concepto de la 
“recomposición de la alianza gobernante” de 
Guillermo O’Donnell (1977) resulta muy útil. 
O’Donnell define alianza gobernante como la 
coalición de fuerzas “que impone, a traves del 
sistema institucional del Estado, políticas con-
formes a las orientaciones y demandas de sus 
componentes” (1977, 551). Si cambia la com-
posición de la alianza gobernante, es esperable 
que se dé un giro en las políticas estatales, ya 
que con ella cambian las orientaciones y de-
mandas que conviven dentro de la alianza y que 
requieren ser integradas a la agenda de políticas 
públicas. Por la gran capacidad que tienen las 
políticas sociales para influir en las condicio-
nes de vida de los sectores marginalizados de 
las clases populares, se puede asumir que una 
integración de estos sectores a la alianza go-
bernante resulta en esfuerzos para ampliar la 
protección social para estos sectores, ya sea por 
presiones y demandas articuladas por actores 
populares dentro de la alianza, o por la nece-
sidad del conjunto de la alianza de mantener 
estos sectores dentro de la misma y de movili-
zar sus votos y adhesiones en actos políticos.

Finalmente, cabe mencionar que la for-
mación de alianzas gobernantes está estrecha-
mente vinculada con la distribución de recursos 
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de poder, ya que esta última determina qué 
tipos de alianzas son viables en un momento 
histórico dado y qué fuerzas son las que más 
pesan dentro de la alianza que eventualmente 
se conforme (O’Donnell 1977).

Dos estrategias metodológicas serán apli-
cadas con el fin de analizar empíricamente 
estos argumentos teóricos: la reconstrucción 
de procesos políticos (process tracing) y la com-
paración longitudinal de dos períodos de tiem-
po. La carga probatoria más importante para 
el argumento deriva de la reconstrucción de 
los procesos políticos que condujeron a la ex-
pansión de la política social. A través de la re-
construcción cronológica de la serie de eventos 
es posible visibilizar los mecanismos causales 
que vinculan la incorporación de los sectores 
marginalizados de las clases populares con la 
expansión de la protección social para estos 
grupos (Bennett 2010 y Collier 2011). La com-
paración longitudinal del período que precede 
y del período en el que se expanden las políticas 
sociales se asemeja al tipo ideal5 de un “diseño 
de los casos más similares” (Przeworski y Teune 
1970), lo cual provee una herramienta adicional 
para identificar aquellos factores que distin-
guen estos períodos en términos políticos y que 
por ende, podrían haber causado el cambio de 
rumbo en la política social.

LAS TRANSFORMACIONES SOCIALES, 
ECONÓMICAS Y POLÍTICAS HACIA FINALES DEL 
SIGLO XX

La implementación de las reformas neo-
liberales tras el golpe de Estado perpetrado 
por un grupo de líderes militares de derecha 

5 Resulta importante hacer hincapié en que los 
diseños “de los casos más similares” y “de los 
casos más disímiles” son tipos ideales que en los 
análisis reales nunca pueden lograrse plenamente 
(Collier y Collier 2002, 15). Por lo tanto, se toman 
como punto de referencia y se trata de realizar 
un acercamiento a estos tanto como sea posible, 
mientras que también se reconocen los límites 
de estas estrategias comparativas. A través de la 
combinación de estas estratégias comparativas 
con la reconstrucción y el análisis de los procesos 
políticos se logra compensar las debilidades de una 
estrategia metodológica con la otra.

en 1976, tuvo consecuencias devastadoras para 
las clases populares argentinas. La dictadura 
reprimió a los sindicatos, redujo drásticamen-
te las barreras a las importaciones, desreguló 
el mercado financiero interno y liberalizó las 
transacciones financieras. El conjunto de estas 
medidas causó un fuerte aumento de la deuda 
externa, una drástica caída del salario real y 
una fuerte disminución de los puestos de traba-
jo formales en la industria (Beccaria, Groisman 
y Maurizio 2009). Además, estos procesos se 
vieron potenciados por las crisis de deuda que 
siguieron durante los años 80. De esta manera, 
el nivel de pobreza escaló de alrededor del 5% 
de la población en 1974, a casi el 40% en el pico 
de la crisis hiperinflacionaria en 1989 (Beccaria 
2007; Gasparini y Cruces 2010).

En ese mismo año, Carlos Saúl Menem 
del Partido Justicialista (pj) ganó las elecciones 
presidenciales con una plataforma política 
basada en promesas de aumentos salariales y 
oposición al ajuste neoliberal. Sin embargo, 
inmediatamente después de asumir el cargo, 
Menem realizó un giro de 180 grados y adoptó 
una agenda de reestructuración neoliberal, 
incluyendo privatizaciones, liberalización del 
comercio internacional y desregulación del 
mercado interno (McGuire 1997). En materia 
de seguridad social, el gobierno apostó a 
la privatización del sistema previsional, a 
reglas más restrictivas para poder jubilarse 
y a la desregulación de los seguros de salud 
(Alonso 2000). Para controlar la inflación 
introdujo una nueva moneda y fijó la tasa 
de cambio en el uno-a-uno con el dólar 
estadounidense (McGuire 1997). En el corto 
plazo, la medida tuvo efectos positivos; puso 
fin a la hiperinflación y de esta forma permitió 
una recuperación parcial de los salarios reales 
y una reducción significativa de la desigualdad 
y la pobreza (Beccaria et ál. 2009). Estos 
éxitos contribuyeron a una amplia aprobación 
pública de las recetas neoliberales durante los 
primeros años de los años 90 (World Value 
Survey 2014). Sin embargo, en el mediano y 
largo plazo, estas políticas dieron lugar a una 
fuerte sobrevaloración del peso argentino que 
encareció la producción industrial local. Como 
consecuencia, se dio un profundo proceso de 
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desindustrialización y deterioro socioeconómico 
(Beccaria et ál. 2009; Gasparini y Cruces 2010). 
La tasa de desempleo aumentó de 6,3% en 1990 
al 18,4% en 1995 y en el trascurso de los años, 
la pobreza, la desigualdad y la informalidad 
llegaron a afectar a una parte cada vez mayor de 
la población (Instituto Nacional de Estadística y 
Censos de la República de Argentina-indec 2014).

En este contexto, la participación orga-
nizada de las clases populares en la política 
experimentó importantes transformaciones. 
La desindustrialización, el aumento de la in-
formalidad y el desempleo debilitaron fuerte-
mente al movimiento sindical (McGuire 1997). 
Además, el ajuste neoliberal generó una fuer-
te oposición de algunos sectores sindicales 
que finalmente llevaron a la conformación 
de la confederación sindical alternativa, la 
Central de Trabajadores de la Argentina (cta) 
(McGuire 1997). En contraste con la tradicio-
nal Confederación General del Trabajo (cgt), 
la cta permitió y fomentó la afiliación directa 
de trabajadores desempleados, informales y 
jubilados (Fuentes, entrevista por Bossert, 21 
de febrero de 2014; Larisgoitia, entrevista por 
Bossert, 9 de enero de 2014; Lozano, entre-
vista por Bossert, 28 de marzo de 2014). La 
defensa de los intereses de estos grupos eco-
nómicamente marginalizados era considerada 
un interés del conjunto de la clase trabajadora 
entendida en un sentido amplio (Lozano, en-
trevista por Bossert, 28 de marzo de 2014). Por 
lo tanto, a lo largo de la década de los años 90, 
la cta buscó activamente la cooperación con 
movimientos sociales organizados en barrios 
marginales (D’Elía, entrevista por Bossert, 
19 de marzo de 2014 y Lozano, entrevista por 
Bossert, 28 de marzo de 2014).

En el corto y mediano plazo, el gobierno 
de Menem logró compensar la disminución 
del apoyo del movimiento sindical6 con la am-
pliación de su base electoral hacia la derecha 
del espectro político y el fortalecimiento de las 

6 A pesar de la importante disminución del apoyo 
sindical, hay que reconocer que el gobierno de 
Menem logró conservar el apoyo y la disciplina de 
sectores más conservadores del sindicalismo.

redes clientelistas7 de su partido en los crecien-
tes barrios marginalizados (De Riz 1996; Le-
vitsky 2003). Para las elecciones del 1995, el pj 
conformó una alianza con el partido de derecha 
UceDé y ganó con amplio margen.

Sin embargo, durante la segunda mitad 
de la década de los 90, esta estrategia encontró 
sus límites. La crisis económica de aquel en-
tonces y el drástico deterioro de los indicadores 
socio-económicos fueron acompañados por un 
aumento significativo de la conflictividad social 
y un creciente rechazo público de la lógica neo-
liberal que el gobierno utilizó para justificar sus 
políticas (Svampa y Pereyra 2003; World Value 
Survey 2014). Además, movimientos sociales 
cada vez más fuertes, como la Federación de 
Tierra y Vivienda (ftv) y la Corriente Clasista y 
Combativa (ccc), comenzaron a competir con 
las estructuras locales del pj por el liderazgo 
político en los barrios marginalizados. A través 
del bloqueo de carreteras importantes, desa-
rrollaron la capacidad de hacer escuchar sus 
demandas a nivel nacional (Ardura, entrevista 
por Bossert, 13 de marzo de 2014; D’Elía, entre-
vista por Bossert, 19 de marzo de 2014). En este 
contexto, el gobierno introdujo un programa de 
empleo denominado Plan Trabajar y recibió a 
representantes de distintos movimientos socia-
les para negociar la distribución de una parte 
de los beneficios del programa entre los miem-
bros de estos movimientos (Svampa y Pereyra 
2003). Sin embargo, el programa nunca superó 
un promedio anual de 103 000 beneficiarios 
(Golbert 2004), lo cual significa que cubría 
solamente una parte mínima de la población 
desempleada y necesitada8.

Hacia finales de 1998, la economía ar-
gentina entró nuevamente en recesión y en el 
año siguiente el pj perdió las elecciones presi-
denciales contra una alianza entre la “Unión 
Cívica Radical” (ucr) y el partido de centro-
izquierda “Frente País Solidario” (frepaso). Sin 
embargo, a pesar de poseer una plataforma 

7 Se conceptualiza clientelismo político como “una 
relación basada en la subordinación política a cam-
bio de recompensas materiales” (Fox 1994, 153).

8 En el mismo año hubo 1 375 000 personas desem-
pleadas (indec 2014).
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electoral de centro-izquierda, el nuevo gobier-
no siguió con las políticas neoliberales de su 
predecesor. Los intentos de realizar recortes 
en el Plan Trabajar y la renuencia del gobierno 
a aceptar los movimientos sociales como so-
cios legítimos de negociación condujeron a la 
multiplicación e intensificación de los cortes de 
ruta (Golbert 2004; Neffa et ál. 2008). A finales 
de octubre del 2000, los movimientos socia-
les bloquearon durante aproximadamente una 
semana la importante “Ruta 3” en el distrito 
de La Matanza en las afueras de Buenos Aires 
(Merklen 2005; Svampa y Pereyra 2003).

Al mismo tiempo, la cta inició el “Fren-
te Nacional contra la Pobreza” (frenapo), que 
exigió acceso universal a la protección social, 
incluyendo un esquema de protección por des-
empleo no contributivo, la universalización de 
las asignaciones por hijo y una pensión mínima 
no contributiva. El frenapo fue apoyado por una 
amplia gama de organizaciones, incluyendo la 
ftv y la ccc (Lozano, entrevista por Bossert, 28 
de marzo de 2014). En un referéndum informal 
durante diciembre de 2001, la propuesta recibió 
en pocos días más de 1,7 millones de firmas (La 
Nación 2001b).

LA RECOMPOSICIÓN DE LA ALIANZA 
GUBERNAMENTAL Y LA EXPANSIÓN DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL HACIA LOS SECTORES 
MARGINALIZADOS

EL GOBIERNO DE EDUARDO DUHALDE

A principios del nuevo siglo, los sectores 
marginalizados de las clases populares habían 
alcanzado un poder político sin precedentes. 
Por un lado, los movimientos sociales habían 
crecido rápidamente y forjado alianzas entre 
ellos. De acuerdo a entrevistas con líderes de 
la ccc (Ardura, entrevista por Bossert, 13 de 
marzo de 2014 ) y la ftv (D’Elía entrevista por 
Bossert, 19 de marzo de 2014), el número de 
miembros de estas organizaciones aumentó 
exponencialmente entre 2001 y 2002. La ccc 

creció en este lapso de 12 000 a más de 50 000 
miembros. La ftv incluso llegó a tener 100 000 

miembros9. Se estima que la membresía de 
todos los movimientos sociales de este tipo al-
canzó las 300 000 personas (Alcañiz y Scheier 
2007), y su capacidad de movilización y ape-
lación incluso superó estos números. Por otra 
parte, estos movimientos sociales recibieron el 
apoyo de otras fuerzas sociales, tales como, la 
cta, organizaciones de derechos humanos y de 
los sectores progresistas de la Iglesia Católica. 
La movilización efectiva de estos recursos de 
poder desde finales de los 90 convirtió a estos 
movimientos en protagonistas de la resistencia 
contra las políticas neoliberales, las cuales ya 
habían perdido el apoyo público que habían dis-
frutado a principios de los 90 (Palomino 2005; 
World Value Survey 2014).

 Además, la importancia de estos actores 
se vio, reforzada por la abrupta profundización 
de la crisis económica y social en el año 2001. 
En el contexto de una aceleración de la fuga de 
capitales, el gobierno restringió fuertemente la 
disponibilidad de dinero en efectivo de cuentas 
bancarias. Esta medida, a su vez, dio lugar a 
una ola de protestas por parte de las clases 
medias, que complicaron aún más la difícil 
situación política para el gobierno. El 19 de di-
ciembre de 2001, los manifestantes de clase 
media y de los movimientos sociales se unieron 
en la Plaza de Mayo frente a la casa de gobier-
no y exigieron la renuncia del presidente De la 
Rúa. El gobierno respondió con la declaración 
del Estado de sitio y reprimió fuertemente las 
protestas. Después de varios días de conflictos 
férreos, que arrojaron 26 muertes, De la Rúa 
finalmente renunció (Golbert 2004).

El frenapo reaccionó rápidamente y reiteró 
su propuesta de un programa de protección 
social universal poco antes de la designación 
de su sucesor (La Nación 2001b). En respuesta 
a la fuerza de las demandas sociales, el presi-
dente interino Rodríguez Saá anunció en su 
discurso de presentación, la creación de un 
millón de puestos de trabajo e inmediatamen-
te invitó a representantes de los movimientos 

9 Estas cifras coinciden con las estimaciones del 
diario Perfil (30 de marzo 2007), que estima que 
la ftv y la ccc en conjunto alcanzaron una mem-
bresía de alrededor de 150 000 durante el pico de la 
crisis de 2001-2002.
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sociales para negociar la distribución de cupos 
en el programa de trabajo (Ardura, entrevista 
por Bossert, 13 de marzo de 2014; Berra, en-
trevista por Bossert, 10 de marzo de 2014). Sin 
embargo, debido a la falta de apoyo de su propio 
partido (pj) renunció después de solamente una 
semana en ejercicio del cargo (Golbert 2004).

Cuando Eduardo Duhalde, del mismo 
partido, asumió la presidencia, los movimien-
tos piqueteros volvieron inmediatamente a las 
calles para exigir que se cumpla la promesa de 
un millón de puestos de trabajo. Líderes del 
frenapo reiteraron su demanda de un seguro de 
desempleo universal (La Nación 2002a y 2002b; 
Ardura, entrevista por Bossert, 13 de marzo 
de 2014; D’Elía, entrevista por Bossert, 19 de 
marzo de 2014). Consciente de la vulnerabilidad 
de su gobierno y de los recursos de poder de 
los movimientos sociales y del frenapo, Duhalde 
anuncia la implementación de un esquema 
de protección al desempleo no contributivo 
llamado “Programa de Jefes y Jefas de Hogar 
Desocupados” (pjjhd) (Golbert 2004). Para legi-
timar su política invita a estas organizaciones10 
a participar en una mesa de diálogo multisec-
torial (Neffa et ál. 2008; Ardura, entrevista por 
Bossert, 13 de marzo de 2014; D’Elía, entrevista 
por Bossert, 19 de marzo de 2014). Las dos cen-
trales sindicales, cgt y cta, diversas asociaciones 
de empleadores, los partidos políticos y repre-
sentantes de la Iglesia Católica y otras religio-
nes participaron en la mesa (López, entrevista 
por Bossert, 26 de marzo de 2014).

Una de las políticas que se discutieron 
en este espacio fue la propuesta del gobier-
no de implementar un esquema de protección 
al desempleo no contributivo. La propuesta 
original del gobierno restringió la cantidad 
de beneficiarios a 500 000 y la duración del 
beneficio a solamente 3 meses (Golbert 2004; 
Decreto 165/2002). Estas restricciones fueron 
rechazadas por la cta, la ccc y la ftv que a su vez, 
aprovecharon su participación en la mesa para 
demandar que se introdujeran políticas sociales 
más amplias que cubran a todos los necesitados 

10 Además de la invitación a la mesa de diálogo, 
Duhalde se reunió con Luis D’Elía de la ftv y 
Chiquito Ardura de la ccc, el 17 de enero de 2002.

(Ardura, entrevista por Bossert, 13 de marzo 
de 2014; D’Elía, entrevista por Bossert, 19 de 
marzo de 2014; Lozano, entrevista por Bossert, 
28 de marzo de 2014). Como resultado de las 
negociaciones se decidió levantar las restric-
ciones, lo cual permitió una expansión sin pre-
cedentes de la cobertura (Neffa et ál. 2008). En 
2003, el programa alcanzó 2 130 000 hogares, 
con lo cual su cobertura fue cuatro veces mayor 
que lo originalmente planeado por el gobierno 
(Golbert 2004).

El proceso de introducción de este pro-
grama permite observar cómo la transfor-
mación de la distribución de los recursos de 
poder y la consiguiente redefinición de la rela-
ción entre el gobierno nacional y los sectores 
marginalizados de las clases populares fueron 
decisivos para el cambio de la política social. 
Mientras que el gobierno del presidente De 
la Rúa se mostró reacio a recibir a los movi-
mientos sociales como interlocutores en las 
negociaciones y respondió con represión a la 
protesta, tanto Rodríguez Saá como Duhalde 
reconocieron la necesidad de recibir a estos 
actores y negociar los términos de la política 
social con ellos11.

Sin embargo, la redefinición de la rela-
ción entre los sectores de bajos ingresos y el 
gobierno no constituyó un objetivo genuina-
mente buscado por el presidente Duhalde. Más 
bien fue una respuesta a la percibida necesidad 
política de hacer concesiones en un momento 
de profunda crisis. Tan pronto como la situa-
ción política parecía estabilizarse, el gobierno 
retornó a una postura más represiva y dejó 
de aceptar nuevos solicitantes al pjjhd. Por lo 
tanto, solo el 62% de los hogares que cumplie-
ron con los requisitos de elegibilidad recibieron 
efectivamente beneficios a través del programa 
(Neffa et ál. 2008).

La represión de las protestas de los mo-
vimientos sociales culminó con el homicidio 
de dos jóvenes durante un corte de ruta en 
junio de 2002; cientos más fueron heridos 

11 La disposición de Rodríguez Saá y Duhalde de 
recibir a los movimientos sociales también fue pro-
piciada por la histórica relación de su partido ―el pj― 
con los sectores económicamente marginalizados 
(Levitsky 2003: 41).
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(Svampa 2008). Esta escalada de violencia re-
sultó ser altamente impopular y contribuyó 
finalmente a la decisión de Duhalde de no pos-
tularse como candidato presidencial en las elec-
ciones del 2003 (Norden 2011).

LOS GOBIERNOS KIRCHNERISTAS

Una transformación más sólida de la re-
lación entre el gobierno y los sectores margi-
nalizados de las clases populares emergió bajo 
el gobierno de Néstor Kirchner, que deliberada-
mente persiguió la integración de estos sectores 
en su base de apoyo. Como gobernador de Santa 
Cruz, Néstor Kirchner había sido uno de los par-
tidarios del frenapo. Su campaña electoral como 
candidato peronista de centro-izquierda se basó 
en una retórica fuertemente anti-neoliberal, la 
cual fue bien recibida por algunos de los movi-
mientos sociales más fuertes. Sin embargo, en 
comparación con otros candidatos, Kirchner era 
relativamente desconocido a nivel nacional. Por 
lo tanto, forjar alianzas políticas, sobre todo en 
la populosa provincia de Buenos Aires, era indis-
pensable para que su candidatura tuviera éxito. 
Además de varios acuerdos con líderes políticos 
y sindicales, forjó una alianza con la ftv (D’Elía, 
entrevista por Bossert, 19 de marzo de 2014). 
Finalmente, Kirchner llegó a la presidencia con 
poco más del 20% de los votos, porque su opo-
nente, el dos veces presidente Carlos Menem, 
cedió de participar en el ballotage en vista de 
encuestas de opinión pública desfavorables.

Tras asumir como jefe del Ejecutivo, Kir-
chner apuntó a la consolidación de la alianza 
con los sectores marginalizados de las clases po-
pulares, convirtiéndolos en una importante base 
de apoyo electoral y organizativo. Tan solo unos 
días después de su asunción, Kirchner recibió a 
líderes de la ftv y la ccc, las dos organizaciones 
más grandes de trabajadores desempleados en 
la provincia de Buenos Aires. Poco tiempo des-
pués, también invitó a los líderes de organiza-
ciones más pequeñas, de las cuales algunas eran 
claramente opositoras. El gobierno estableció 
una comunicación fluida con aquellos movi-
mientos sociales, que se consideraban potencia-
les aliados políticos. Durante el primer año de 
mandato hubo frecuentes reuniones entre re-
presentantes de alto rango de la presidencia y 

líderes de los movimientos sociales. Kirchner 
mismo participó en esas reuniones en varias 
ocasiones, haciendo hincapié en que él estaba 
dispuesto a defender los intereses de los secto-
res populares, pero que para ello los movimien-
tos sociales tendrían que apoyar a su gobierno 
(Boyanovsky 2010). Mientras Luis D’Elía (ftv) 
declaró su apoyo desde el principio, los líderes 
de otros movimientos sociales, como la ccc, Ba-
rrios de Pie y Movimiento de Trabajadores Des-
ocupados Evita (mtd Evita), fueron inicialmente 
más cautelosos (Boyanovsky 2010; D’Elía, en-
trevista por Bossert, 19 de marzo de 2014). Para 
ganar el apoyo de estas organizaciones y de los 
grupos sociales que representaban, el gobier-
no aplicó una estrategia basada en diferentes 
medidas, pero en la cual la implementación de 
políticas sociales focalizadas y universalistas 
desempeñó un papel crucial.

La distribución de los beneficios de los 
programas focalizados, tales como los progra-
mas de empleo y de vivienda, favoreció a aliados 
leales y sirvió para negociar apoyo político en 
diferentes niveles de la organización política. 
Por un lado, las unidades básicas del pj en los 
barrios marginales continuaron funcionando 
como redes clientelares. Al distribuir beneficios 
de los programas sociales, estas redes sirvieron 
para establecer vínculos directos con personas 
de bajos ingresos (Etchemendy y Garay 2011). 
En un nivel más agregado, la distribución se-
lectiva de recursos a través de los programas 
de vivienda y de empleo constituyó un compo-
nente importante de las negociaciones con los 
movimientos sociales y líderes locales del pj (Et-
chemendy y Garay 2011; Svampa 2008; Ardura, 
entrevista por Bossert, 13 de marzo de 2014).

Inicialmente, esta estrategia parecía ser 
relativamente exitosa. Barrios de Pie y mtd Evita 
pronto se sumaron a la alianza gobernante, 
afirmando que iban a apoyar al gobierno siem-
pre que representara los intereses de los sec-
tores marginalizados de las clases populares 
(Boyanovsky 2010). La ccc también tomó una 
posición amigable con el gobierno durante el 
primer tiempo de la presidencia de Kirchner 
(Massetti 2006). En los años subsiguientes, se 
fundaron nuevos movimientos sociales “kirch-
neristas”, como el movimiento Evita y el Frente 
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Transversal. La colaboración con el gobierno 
era ventajosa para estos movimientos sociales 
y en particular para sus líderes. La distribución 
de los recursos de los programas asistenciales y 
de inversión social estuvo fuertemente sesgada 
a favor de las organizaciones leales. En última 
instancia, esto aumentó tanto la capacidad de 
los grupos leales para atraer nuevos miembros 
como el control de sus líderes sobre sus bases 
por medio de la distribución interna de los be-
neficios (Golbert 2004; Merklen 2005; Svampa 
2008 y Falcon, entrevista por Bossert, 15 de 
enero de 2014). Adicionalmente, varios líderes 
de movimientos sociales asumieron cargos en 
diferentes niveles del gobierno (Norden 2011; 
Svampa 2008; La Nación 2006 y Página 12 
2010. A cambio, estas organizaciones movili-
zaron con frecuencia a sus miembros en apoyo 
del gobierno, tanto electoralmente como en la 
calles (Boyanovsky 2010 y Norden 2011).

Por el contrario, los movimientos socia-
les de oposición, sufrieron una creciente frag-
mentación y pérdida de membresía (Massetti 
2006 y Svampa 2008). Esto fue, en parte, el 
resultado de la distribución desigual de los be-
neficios selectivos de los programas sociales fo-
calizados, así como, las estrategias judiciales y 
discursivas del gobierno para contrarrestar las 
organizaciones más radicales. Pero también era 
un reflejo de la gran popularidad del gobierno 
entre los sectores marginalizados de las clases 
populares, como resultado de sus políticas so-
ciales, económicas y simbólicas. Sin embargo, 
los diversos movimientos sociales opositores 
mantuvieron cierta capacidad de movilización, 
al exigir acceso a los programas sociales y cri-
ticar el clientelismo en la selección de los bene-
ficiarios (Ardura, entrevista por Bossert, 13 de 
marzo de 2014), las protestas de los movimien-
tos sociales opositores contribuyeron a conver-
tir el clientelismo en un tema prácticamente 
omnipresente en los medios de comunicación12.

12 Un análisis de la edición digital del diario El Clarín 
y de las ediciones impresas y en línea del diario La 
Nación muestra que en 1997 se publicaron solo 6 
artículos en El Clarín y 26 en La Nación que men-
cionaban la palabra “clientelismo”. Con el aumento 
de los conflictos en torno a la distribución de los 
beneficios de la asistencia social y el fortalecimiento 

Además, las frecuentes disputas sobre 
la distribución de beneficios entre diferentes 
movimientos sociales y políticos locales crearon 
tensiones permanentes dentro de la alianza 
gobernante. En conjunto con la heterogenei-
dad política de los movimientos sociales en la 
alianza, dichas tensiones contribuyeron a las 
decisiones de varias organizaciones importan-
tes, como la ccc y Barrios de Pie, de retornar a 
estrategias más confrontativas (Norden 2011; 
Svampa 2008; La Nación 2012 y Ardura, en-
trevista por Bossert, 13 de marzo de 2014). La 
ftv se mantuvo leal al gobierno, pero hacia el 
2009, la distribución desigual de los beneficios 
de un nuevo programa de empleo denominado 
“Ingreso social con Trabajo” entre los diferentes 
movimientos sociales provocó una grave crisis 
en la relación de la ftv con el gobierno (D’Elía, 
entrevista por Bossert, 19 de marzo de 2014). 
Por lo tanto, aunque los programas sociales 
focalizados desempeñaron un papel importante 
para ganar el apoyo de algunos movimientos 
sociales, la fortaleza de los movimientos tam-
bién impuso límites a esta estrategia.

A partir de 2005, el gobierno puso más 
énfasis en la implementación de políticas socia-
les universalistas basadas en derechos (Midalgia 
2012). Aunque estas políticas permitieron un 
nivel de control mucho menor sobre los be-
neficiarios, también resultaron mucho menos 
conflictivos y más aceptados incluso por fuer-
zas opositoras. A través del “Plan de Inclusión 
Previsional” se garantizó el derecho a una ju-
bilación a las personas en edad jubilatoria que 
no hayan podido cumplir con el requisito de 
años de aportes. Esto dio lugar a un enorme 
aumento de la cobertura del sistema previsional 
entre los sectores marginalizados de las clases 
populares (Arza 2009). La cobertura de las per-
sonas mayores que viven en hogares del quintil 
de ingresos más bajos aumentó de 42% en 2004 

de los movimientos de trabajadores desempleados 
durante los años siguientes, el número de artículos 
que mencionaban la palabra clientelismo aumentó 
rápidamente hasta llegar a 87 y 209, respectiva-
mente, en 2003. A partir de 2003, el número de 
artículos que mencionaban la palabra ha fluctuado 
en un alto nivel en los dos periódicos, alcanzando 
picos en años electorales.
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a 85% en 2010, y para el segundo quintil de 
ingresos más bajos el aumento fue del 66% al 
95%, respectivamente (Alonso y Di Costa 2012). 
A su vez, el gobierno aumentó regularmente 
las jubilaciones mínimas, con lo cual la distri-
bución de los recursos dentro del grupo de los 
jubilados se hizo cada vez más favorable para 
los sectores de bajos ingresos13.

En 2007, Cristina Fernández de Kirch-
ner de la alianza kirchnerista ganó las elec-
ciones presidenciales con un amplio margen. 
Sin embargo, dos años más tarde, en medio 
de la crisis financiera mundial y después de 
un conflicto políticamente costoso con los 
productores agrícolas, la alianza kirchnerista 
sufrió graves pérdidas en las elecciones legisla-
tivas. En este contexto, el gobierno emprendió 
un nuevo esfuerzo para ampliar la protección 
social para los sectores marginalizados de las 
clases populares. En agosto de 2009, introdujo 
un programa social focalizado llamado “Ingre-
so Social con Trabajo” que proporcionó apro-
ximadamente 100 000 puestos de trabajo en 
cooperativas con un salario mensual de 1 200 
pesos (314 dólares) (Vales 2009). Claramente, 
esta política respondió tanto a la meta de pa-
liar los efectos sociales de la crisis, como a la 
necesidad política de reforzar el apoyo de los 
sectores de bajos ingresos y sus movimientos 
sociales. El programa se inspiró en propuestas 
realizadas por algunos movimientos sociales 
aliados al gobierno, en particular del Movi-
miento Evita (Natalucci 2012).

Paralelamente a la implementación, dicho 
movimiento lanzó una campaña masiva de afi-
ches en apoyo a Néstor Kirchner, en aquel en-
tonces previsto como candidato a presidente del 
Kirchnerismo, en 2011. Lo que el gobierno no 
había esperado era que, poco después, la des-
igual distribución de los recursos del programa 

13 Mientras que la pensión mínima constituía solo 
el 41,8% de la pensión media en 2001, alcanzó 
el 77,8% de la misma en 2010 (cálculos propios 
sobre la base de mteyss 2012). El financiamiento 
para la expansión de la cobertura y el aumento de 
las jubilaciones mínimas provino principalmente 
de tres fuentes: el aumento del empleo formal, la 
reducción relativa de las jubilaciones más altas y 
la estatización de los fondos privados de pensiones 
(mteyss 2012).

dio origen a repetidas y masivas oleadas de blo-
queos de carreteras por parte de los movimien-
tos sociales opositores, así como, fuertes críticas 
de los partidos de la oposición (Guimenez y 
Hopp 2011). Estas protestas, a su vez, dieron 
lugar a que los medios de comunicación emitie-
ran noticias perjudiciales para el gobierno14, que 
no solo denunciaron las prácticas clientelistas, 
sino también responsabilizaron al gobierno por 
los masivos bloqueos de carreteras, que agrava-
ron aún más la complicada situación de tránsito 
en la aglomeración de Buenos Aires. Además, la 
distribución selectiva de los beneficios del pro-
grama llevó a tensiones considerables entre los 
movimientos sociales dentro de la alianza go-
bernante. Los dos movimientos sociales más fa-
vorecidos en el desembolso de beneficios fueron 
el Movimiento Evita, que pudo registrar entre 
15 000 (La Nación 2010a) y 30 000 (La Nación 
2010b) miembros en el programa, y el Frente 
Transversal, que pudo de registrar más de 5000 
(La Nación 2010a) miembros. Por el contrario, 
la ftv recibió considerablemente menos benefi-
cios y por lo tanto, comenzó a expresar pública-
mente su descontento con el gobierno (D’Elía, 
entrevista por Bossert, 19 de marzo de 2014). En 
resumen, el programa Ingreso Social con Tra-
bajo arrojó resultados dudosos con respecto a la 
movilización del apoyo de los sectores margina-
lizados de las clases populares.

Al mismo tiempo, la demanda de me-
didas de protección social más universalistas, 
especialmente para los niños, se hizo cada vez 
más fuerte, tanto dentro de la oposición como 
dentro de la alianza política del gobierno (Li-
nares, entrevista por Bossert, 25 de febrero de 
2014 y Lozano, entrevista por Bossert, 28 de 
marzo de 2014). Entre 2008 y 2009, cinco pro-
yectos de ley fueron presentados por diferentes 
legisladores que propusieron una extensión del 
sistema de asignaciones a los hijos de trabajado-
res informales y desempleados. Uno de ellos fue 

14 Las negociaciones y los conflictos acerca del pro-
grama han sido documentados en cientos de artí-
culos periodísticos. Dado que no es posible hacer 
referencia a todos los artículos correspondientes, 
se mencionan tres ejemplos: La Nación, 30 de 
diciembre, 2009; Página 12, 4 de noviembre, 2009; 
El Clarín, 9 de noviembre, 2009.
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incluso presentado por un legislador de la alian-
za kirchnerista. En octubre de 2009, también 
la Iglesia Católica propuso públicamente una 
medida similar (Hintze y Costa 2011). En este 
contexto, el gobierno decidió apropiarse de la 
propuesta de una política universalista dirigida 
hacia los niños. A finales de octubre de 2009, 
solo tres meses después de la introducción del 
programa Ingreso Social con Trabajo, se intro-
dujo por decreto la Asignación Universal por 
Hijo (auh). Con la auh se extendió el sistema de 
asignaciones por hijo a los trabajadores infor-
males y desempleados, proporcionando un pago 
mensual de 180 pesos por niño ($47us). Asi-
mismo, sustituyó varios programas selectivos 
y cubrió alrededor de 3,5 millones de niños en 
hogares de bajos ingresos. Aunque el beneficio 
está relacionado con cierto condicionamiento, 
constituye un derecho para todas las familias 
que cumplan con los requisitos legales (Gaspa-
rini y Cruces 2010). En contraste con el pro-
grama Ingreso Social con Trabajo, la auh recibió 
amplio apoyo público y se convirtió en uno de 
los logros más explotados en los discursos y 
material de campaña en las elecciones presi-
denciales del 2011.

En resumen, hacia finales de la prime-
ra década del nuevo milenio, Argentina había 
aumentado considerablemente el gasto social 
destinado a los sectores económicamente mar-
ginalizados y el gobierno había consolidado el 
apoyo organizativo y electoral de dichos sectores.

CONCLUSIONES

La comparación de los dos períodos, 
uno anterior y uno durante la fase de expan-
sión de la política social argentina, muestra 
que un cambio significativo en la dirección 
de la política social tuvo lugar desde el mo-
mento en que se comenzó a cristalizar una 
recomposición de la alianza gobernante. En la 
nueva alianza, los sectores marginalizados de 
las clases populares tuvieron un peso político 
mayor y algunos de sus movimientos sociales 
accedieron a nuevos canales de participación 
en la definición de políticas.

La reconstrucción y el análisis del proce-
so político subyacente revelan cómo las trans-
formaciones de los contextos económico, social 

y discursivo, contribuyeron a la recomposición 
de la alianza gobernante y qué mecanismos cau-
sales concretos relacionaron esta recomposición 
con los profundos cambios que se fueron imple-
mentando en el campo de la política social.

Las crisis económicas y el ajuste neo-
liberal de fines del siglo xx condujeron a un 
proceso de desindustrialización y un aumento 
del desempleo, de la informalidad y de la des-
igualdad. En el marco de estas transformacio-
nes, la clase trabajadora formal y los sindicatos 
tradicionales se debilitaron significativamente, 
mientras que las filas de los sectores margi-
nalizados de las clases populares no dejaron 
de crecer. De esta manera, las organizaciones 
sindicales tradicionales perdieron recursos de 
poder, mientras que los movimientos sociales 
que representan a los sectores marginaliza-
dos cobraron fuerza y lograron un importante 
nivel de prominencia en la resistencia contra 
las políticas neoliberales cada vez más impo-
pulares. Al mismo tiempo, el descrédito de las 
políticas neoliberales entre la mayoría de los 
argentinos significó que propuestas de políti-
cas redistributivas volvieran a ser más viables 
en términos electorales. En conjunto estos 
desarrollos crearon condiciones favorables para 
una recomposición de la alianza gobernante, 
que reflejó el incremento del peso político de 
los sectores económicamente marginalizados 
y sus expresiones organizadas. Tal proceso de 
recomposición se inició con la crisis del 2001-
2002, y se cristalizó de forma más clara con 
la conformación y consolidación de la alianza 
gobernante kirchnerista, que tiene como una 
de sus principales bases de apoyo a los sectores 
marginalizados de clases populares y varios de 
sus movimientos sociales.

Mediante la reconstrucción de los pro-
cesos políticos subyacentes, el presente estu-
dio pudo identificar dos tipos de mecanismos 
causales que relacionaron esta recomposición 
de la alianza con la expansión de las políticas 
sociales. El primero de estos mecanismos fue 
que la integración de varios de los movimien-
tos sociales les permitió participar, aunque de 
manera restringida, en la definición de polí-
ticas sociales mediante propuestas propias y 
críticas a los planes de la cúpula de la alianza. 
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En algunas ocasiones estos procesos de nego-
ciación dentro de la alianza involucraron impor-
tantes tensiones. Dados los recursos de poder de 
estos movimientos sociales y sus capacidades de 
movilización, su peso político dentro de la alian-
za fue significativo.

El segundo mecanismo que se pudo ob-
servar a lo largo del período analizado fue que 
la cúpula de la alianza gobernante utilizó la ex-
pansión de la política social no solamente como 
herramienta para alcanzar una redistribución 
de ingresos de acuerdo con sus convicciones 
ideológicas, sino también para consolidar y re-
forzar su base de apoyo entre los sectores margi-
nalizados de las clases populares. Para este fin, 
políticos y funcionarios de la alianza se refirie-
ron deliberadamente a las políticas sociales en 
sus discursos y material de campaña, con el fin 
de demostrar su compromiso con los intereses 
de estos sectores. En algunos casos, la moviliza-
ción de apoyos mediante políticas sociales foca-
lizadas también involucró prácticas clientelistas.
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